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DICTAMEN N° 339/2022 

SEÑOR ADMINISTRADOR PROVINCIAL:  
 

    En las presente s a ctuaciones, los Sre s. 
 y , en su carácter de apoderados de la 

firma 1, interponen, a fs. 76 0/801, 
recurso de reconsideración contra los términos de la Resolución Nº  
de la Adm inistración R egional Santa F e, cuy a cop ia obr a a fs . 748/ 757, que 
procediera al cie rre de su mario o portunamente instruido por p resuntas 
infracciones en e l cumplimiento de las obligacio nes fiscales y dete rminara 
diferencias impo sitivas, en co ncepto del Impue sto sobre lo s Ingresos Brutos 
(período v erificado: enero/ 2015 a agost o/2017), con más los inte reses y 
penalidades pertinentes. 

 
Posteriormente, en fec ha 17/01/2022, el 

Sr.  en su carácter de apoderado del Sr.  
2, promueve, a fs. 94 5/991, re curso de r econsideración c ontra los  

términos de la Resolución Nº  de la Administración Regional Santa 
Fe, cuya copia obra a fs. 931/941, que le extendiera la responsabilidad solidaria 
por las acreencias reclamadas. 

 
Los remedios fiscales han sido 

interpuestos en le gal tiem po y forma, según lo  estipu la el artículo  119 del  
Código Fiscal vigen te (t.o . 2014 y m odificatorias), con lo que resultan 
admisibles. 

 
Asimismo, es da ble seña lar que, de  

acuerdo cons ta a fs . 1086, la firma recurrente ha constituido d omicilio 
electrónico en la siguiente dirección: 3. 

 
Los re presentantes de la contribuyente 

expresan los siguientes agravios: 
 
En primer  lugar , plantean la  nulida d 

absoluta de la reso lución citada; arguyen que el acto administrativo carece 
de causa y motivación suficiente. 

 
Consideran – a su vez- que esa situación 

implica un perjuicio al derecho de defensa de su representada. 
 
Por otra parte, opone la prescripción de 

los pod eres y facu ltades del fisco par a determ inar y exigir el pago d e lo s 
anticipos enero de 2015 a agosto de 2017. 

                                            
1  Acreditado mediante copia de Poder General, obrante a fs. 802/804. 
2  Acreditado mediante copia de Poder Judicial y Administrativo, obrante a fs. 993/995. 
3  En un todo de acuerdo con lo dispuesto en la Resolución General API N° 042/2021. 
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Aducen q ue la prescrip ción es un 
instituto general del derecho y no un instituto  propio del dere cho público local; 
sostienen –por lo tanto- que la prescrip ción en materia de tributos lo cales es 
una facultad exclusiva del Congreso de la Nación. 

 
 Añaden que el Códig o Civil y 

actualmente el Código Civil y Comercial es la legislación de fondo sancionada 
por el Congreso Nacional para regular la prescripción de las obligaciones. 

 
Traen a colación fallos del  máxi mo 

tribunal que sustentarían lo esgrimido anteriormente. 
 
Sostienen que,  en materia de 

prescripción, resultan únicamente aplicables las disposiciones del Código Civil y 
el Código Civil y Comercial de la Nación ; tanto para determinar el plazo , como 
la fe cha a  partir de  la cua l d ebe comp utarse el plazo, y sus cau sales d e 
suspensión e interrupción. 

 
En relació n a este  tema, p lantea la  

inconstitucionalidad de los ar tículos 2532 y  25 60 del nuev o Código Civil y 
Comercial de la  Na ción, y de los a rtículos 115 a  118 del Có digo Fisca l de la 
provincia de Santa Fe (t.o. 2014 y modif.). 

 
En cuanto a la  determinación efectuada, 

tildan de improcedente el ajuste pretendido por esta Administración. 
 
Cuestionan, por un lado, la interpretación 

dada por el fisco al artículo 175 del Código Fiscal (t.o. 2014 y modif.); esgrimen 
que la “ teoría del balance” resulta inaplicable para el Impuesto sobre 
los Ingresos Brutos , y que  sólo deb en con siderarse alcanzados p or dich o 
tributo los ingre sos generados por el eje rcicio de u na actividad gravada, en la  
medida q ue encua dren dentro de la s definiciones de  base imponib le 
establecidas por el artículo 186 del referido texto legal. 

 
Cita un fallo de la C SJN que av alaría su 

postura4. 
 
Añade qu e la aplicación de la referida  

teoría d esnaturalizaría la esen cia de l tri buto, y q ue care cería de sent ido –
siempre a  su criterio- que el hecho im ponible se  encuentre descripto en el  
artículo 175 del Código Fiscal (t.o. 2014 y modif.). 

 
Consideran – además- q ue dich a 

interpretación re sultaría sesga da, y estaría prescindiend o del re sto de la  
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4 “  c/ GCBA –AGIP – DGR – R (D. 905/2002) s/ 
proceso de conocimiento” 
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normativa y de la estru ctura del Impuesto so bre lo s In gresos Brutos; en 
función de ello, entienden que su aplicación sería inconstitucional5. 

 
Por otra parte, consideran desacertada la 

interpretación basada en que se encuentran alcanzados todos aquellos ingresos 
que no sean no computables, en los términos del artículo 190 del Código Fiscal. 

  
Entienden que sola mente pu ede esta r 

gravado un ingreso en la medida que constituya un ingreso bruto, es decir, una 
retribución por el e jercicio de una actividad con d eterminadas car acterísticas 
conforme a la defin ición de l hecho imponible de l Impuesto sobre lo s Ingresos 
Brutos. 

 
La con creción de  fu turos de dólar y de 

“forwards” de dólar con fines de cobertura no puede considerarse “ejercicio de 
actividad”, porque –según dicen- no reúne por sí los requisitos de constituir una 
serie de actos vinculados con un objeto económico común pa ra que pu eda ser 
considerado una actividad económica en sí misma. 

 
Arguyen q ue dicha s operaciones no son  

concertadas con finalidad especulativa de obtener un rendimiento económico, o 
de generar una línea  de negocio o fuente  de ingre so; según d icen, se re alizan 
exclusivamente para mitiga r un riesg o, relacionado a los pasiv os expuestos a 
las fluctuaciones cambiarias. 

 
Manifiestan que se aportaron  y 

produjeron pruebas destinadas a acreditar que las oper aciones con sideradas 
por esta  Administr ación constituyen deriv ados de co bertura6; asimism o, 
sostienen que aquellas permiten demostrar la relación entre los derivados y los 
pasivos en  moneda extranjera, a los fines de la cobertura d el rie sgo de la  
variación del tipo de cambio. 

 
Insisten que, a tr avés de esta s 

operaciones, la empresa  busca la cobertura del tipo de cambio respecto  
de pasivos; según exponen, no se tratan de contratos de cobertura destinados 
a asegur ar cie rto ingreso po r el ej ercicio d e una actividad econ ómica 
eventualmente gravada7, sino –más bien- de asegurarse y cubrirse frente a los 
perjuicios que po dría gener ar la contingencia de  e ventuales in crementos de  
costos por variables ajenas a la compañía. 

Consideran, además, que la co ncertación 
de contratos de derivados de cobertura no se diferencia económicamente de la 

 
5  Según sus dichos, si  los artí culos 1 75 y/o 18 6 del Códi go Fi scal receptan l a teorí a del 

balance, estaríamos ante una norma in válida, por resultar opuesta al  art. 9 inc b) de l a Ley 
23.548  de Coparticipación Federal de Ingresos Públicos y, consecuentemente, a los art. 31 y 
75 inc. 2 de la Constitución Nacional. 

6  Según dicen, de la Prueba pericial contable y los Estados Contables aportados. 
7  Como podría ser, por ejemplo, el precio de venta futuro de un determinado bien. 
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contratación de seguros; en ambos casos –según dicen- se realiza un contrato 
destinado a cubrir un riesg o deriv ado de  una  continge ncia y, a nte su  
ocurrencia, quien pretende cubrir e se riesgo p ercibe un mo nto de stinado a  
resarcir el costo o perjuicio que dicha contingencia genera. 

 
 Por o tra parte, entiende que para que  

una actividad pueda  consid erarse gravada en el Impuesto sobre lo s Ingreso s 
Brutos, re sulta imprescindible que ten ga fin de lucro; siendo ello aj eno –
siempre a su criterio- a toda operación de cobertura. 

 
Insisten que, conforme al artículo 9 de la 

Ley N° 23.5488, el fin de lucro es un elemento esencial del hecho imponible del 
tributo de  marr as; consideran, pues, q ue el ar tículo 174 del Cód igo Fi scal 
resulta inválido. 

 
Entienden, además, que la operación con 

derivados de cobertura y sus resulta dos están ín timamente vinculados con la  
operación cuyo riesgo busca cubrir, es a ccesorio de esta y d ebe analizarse en  
forma con junta y n o ind ependiente; en  función  de ello , concluyen que el 
resultado positivo de un deriv ado de cob ertura, dirigido a mitigar el rie sgo de 
las variaciones cambiarias sobre dicho pasivo, no debería considerarse gravado. 

 
Según sus  dichos, e n el caso , no existe  

ninguna retribución por el ejercicio de ac tividad; no habría ingreso bruto y por 
lo tanto resultaría inaplicable el impuesto. 

 
Por otr a parte, rea lizan una  particular  

interpretación ace rca de las e xenciones impositivas establecid as en el C ódigo 
Fiscal; asimilan las oper aciones en  a  las oper aciones de arbitraje, 
considerándolas en cuadradas en el artículo  212 inciso c) del citad o cuerpo 
legal. 

 
 Por otro lado , esgrimen que aún si se  
entendiera que los resulta dos de las o peraciones consid eradas se en cuentran 
gravados por el Im puesto sobre los In gresos Brutos, ellos no deberían ser  
atribuidos a la Provincia de Santa Fe, a los fines del Convenio Multilateral. 

 
Expresan que, siguiendo su p ostura de  

que lo s re sultados d erivados d e futu ros y “forwards” de  dó lar no constituyen 
ingresos brutos en  el contexto de l impuesto , no pueden con siderarse 
integrantes de los “ingresos brutos totales del contribuyente”. 

 
Traen a colación e l artí culo 81 de la  

Resolución General (CA) N°  que establece lo siguiente: 
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8  Que establece la obligación de las provincias adherentes a ajustar tributos provinciales a las 
pautas allí definidas. 
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“los coeficientes anuales, para las situaciones que 
estuvieran comprendidas en el régimen de distribución de ingresos por aplic ación del artí culo 2° 
del Convenio  Multilatera l –Régim en G eneral-, se obtendrán c omputándose la totalida d de los  
ingresos –exentos y gravados o gravados a tasa cero- y la tot alidad de los  gastos computabl es 
que tuviere la empresa en el desarrollo normas de sus actividades.” 

 
Entienden que, de  acuerd o a ello , es 

evidente que no están comprendidos los ingresos no gra vados (es decir, 
no alcanzados), por lo que –siempre a su criterio- no podrían constituir ingreso 
bruto que pudiera ser susceptible de distribución y gravamen. 

 
Señalan que, aún si se entendiera que se 

trata de ingreso s brutos alcan zados y qu e, como tales re sultan en pri ncipio 
computables a los fines de l Con venio M ultilateral, de todas maner as no l o 
serían, puesto que son accesorios de lo p rincipal y lo principal son eroga ciones 
que – según sus  d ichos- no  son computables a lo s f ines de l Convenio 
Multilateral. 

 
Manifiestan que las op eraciones de  

futuros y “forwards” de dólar tenían la finalidad de cobertura del tipo de cambio 
frente a la  existencia de pa sivos en m oneda extranjera de  con origen en 
obligaciones negociables emitidas en CABA y en d eudas po r la adquisición de  
inmuebles en dicha ciudad. 

 
Interpretan que, de  acuerdo a ello ,  se 

trata de operaciones que no son autónom as sino acceso rias de lo principal, de 
las oper aciones cu yo riesg o se  busca cubrir, que s on los pa gos por capital e  
intereses de Obligaciones Negociables y el pago de  las cuota s por adq uisición 
de inmuebles, en moneda extranjera. 

 
Consideran que los distintos resu ltados 

con los que se vinculan la s operaciones de derivados en  cuanto al riesgo del  
tipo de cambio9, se trata de costos y gastos no computables  a los fi nes del 
Convenio Multilateral. 

 
Por otr a parte, sostienen que aún si se  

entendiera que esto s ingre sos están alcanzado s por el Imp uesto sob re los  
Ingresos Brutos, ello s no resultan compu tables por no resultar ap tos para 
exteriorizar actividad y su magnitud en cada jurisdicción, asimilándolos a 
las diferencias de cambio. 

Aducen q ue, los ingreso s y ga stos 
considerados co mputables a l os fine s del  Con venio Multil ateral, son aq uellos 
que resu ltan repre sentativos d e la exis tencia y dim ensión de la activida d del 
contribuyente. 

 
9  Es decir, los pagos de capital e intereses correspondientes a Obl igaciones Negociables y l os 

pagos de la s c uotas e  in tereses de fin anciación por la  a dquisición de inmuebles; c omo asi 
también la s d iferencias d e c ambio c orrespondientes a  e sas o bligaciones e n mo neda 
extranjera. 
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Aseguran que los resultados que emerjan 

de contratos con instrumentos derivados de cobertura, no reflejan la  existencia 
y medid a de la actividad d esplegada por el contribu yente en ninguna  
jurisdicción. 

 
Arguyen que en ambos caso s –

operaciones de cobertura y diferencias de cambio-, la existencia del resultado y 
su magnitud depende de variables económicas que no dependen de la actividad 
del sujeto. 

 
Reconocen, sin embarg o, que los 

resultados tienen su origen en que el contribuyente suscriba  un contr ato de  
futuros o “forwards” de dólar. 

 
Consideran, además, que el criterio d e 

esta A dministración resulta co ntrario a l o resue lto por la C omisión A rbitral; 
citan como antece dente, la R esolución C.A. N°  Ex pte. “  
c/Provincia de Buenos Aires”; según su interpretación, no deben computarse las 
diferencias positivas y negativas resultantes de estos contratos. 

 
Por otro lado, sostienen que aún si se 

entendiera que lo s resultados positiv os en cue stión tienen  el ca rácter de 
ingresos brutos computables, no correspondería su atribución a Santa Fe. 

 
Argumentan que ni las normas del 

Convenio Multilateral ni su reglamentación brindan alguna pauta a los fines d e 
la atribu ción de ingresos d erivados de e ste tip o de contr atos; entien den que  
ninguno de los elementos releva ntes tiene lugar en nuestra 
jurisdicción. 

 
Esgrimen una se rie de  r azones qu e 

justificarían lo expuesto: 
 

- El riesgo cubierto esta radicado en C.A.B.A.; aducen que los p asivos con 
los que se vincula el riesgo que busca mitigarse han sido tomados en esa 
jurisdicción; 

- Debería consid erarse –según sus dichos- que el riesg o se u bica en e l 
lugar en que reside el sujeto que percibe los resultados (en el caso,  

 reside en C.A.B.A.) 
- La empresa posee su domicilio legal y fiscal en C.A .B.A. y es allí donde 

se encuentra la sede de su administración; 
- No es posible conocer, como principio, la “contraparte” de la operación de 

derivados de dólar futuro concertado s e n mercado s10. Aducen  que e n 
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10  Ello, debido al Secreto Bursátil establecido por el artículo 53 de la Ley 27.440. 
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muchos casos ha sid o el BCRA quien asu mió el lug ar de “con traparte”; 
en dichos supuestos, el lugar de localización sería la C.A.B.A.; 

- Los int ermediarios d e las o peraciones q ue las r ealizaron por  cuenta y 
orden de la firma fu eron sociedades de bolsa, en todos los casos, según 
dicen, radicados en la CABA. 

-  operó ex clusivamente con   
, e  todas con domicilio fiscal en C.A.B.A. 

- Sus cuentas comitentes vinculadas con l as operaciones i nvolucradas en 
este procedimiento se encontraban abiertas en entidades domiciliadas y 
operativas en la C.A.B.A. 

- La empresa nunca in teractúo directamente en ; que  tenga 
su domicilio fisc al en Santa F e no  r esulta – siempre a  su cr iterio- 
económicamente relevante. Arguyen que las operaciones en el marco d e 
este mercado se conciertan e xclusivamente en  ru eda e lectrónica (e s 
decir, se tr ata de ope raciones virtuales), no atribuibles a ningú n espacio 
territorial determinado.   

- En los cas os de “forwards” de  dólar, fue ron concertados en todos lo s 
casos con entid ades r adicadas en  C. A.B.A. (  

). Señalan  que en esta s oper aciones  e s totalmen te 
ajeno, p or lo que n o habría r azones po r la s cu ales Santa Fe pueda  
pretender atribuirlas a su jurisdicción. 

 
   

Por otra parte, sostienen que un contrato 
de derivados podría encuadrar como un “ servicio”; de esta manera, a los fine s 
de su atribución, si tuvier a que arribarse a un lugar de efectiva pre stación 
del servicio, este se ría el luga r en que e l riesgo se  ubica, qu e es –seg ún su 
postura- el lugar en que se encuentra situado quien lo asume. 

 
Concluyen que, de  acuerdo a todo  lo  

precedentemente expuesto, en cualquie r caso, no procede la atribuci ón de  
ingresos por contr atos de derivados de cobertur a a l a Provinc ia de  
Santa Fe. 

 
Rechazan la li quidación de intereses 

resarcitorios, soste niendo ine xistencia de culp a y de mor a imputab le a su 
representada. 

 
Cuestionan la multa por omisión. 
 
Por un lado , consid eran que, dada la  

naturaleza penal d e las in fracciones, r esultarían apli cables la s nor mas d e 
prescripción contenidas en el Código Penal; en función de aquellas, sostienen 
que se encontrarí an prescriptas la s facultade s y p oderes de l fisco par a 
aplicar multas respecto de todos los períodos incluidos en la determinación. 
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Por ot ro lado , int erpretan  q ue no  se 
configuran ni el aspecto obj etivo ni el subjetiv o d e la figur a de omisión de  
impuestos, y manifiestan que la doctrina y la jurisprudencia en varias ocasiones 
han admitido que resulta de aplicación la figur a del error ex cusable com o 
eximente de responsabilidad ante situaciones jurídicas confusas. 

 
Aportan y ofrecen pruebas do cumentales 

e informativas. 
  

A fs. 70 9/715, ac ompaña l a peric ial 
contable que fuera ofrecida en oportunidad del descargo efectuado por la firma 
(fs. 393/424), e n c ontestación a la resolución de vi sta previa n otificada y 
aceptada, a fs. 647, por l a Direc ción de Asesor amiento Fis cal de l a 
Administración Regional Santa Fe.  

  
Asimismo, aceptó la  prueba informa tiva 

por l o que dispuso  se lib ren oficios a   
 y  

  
A fs. 679/708,  obr an las contestaciones 

efectuadas por  
 

 
 Es dable destacar que, de acuerdo consta 

a fs. 89 5 y vlta. , y a fs. 99 2 y vlta. , los recurrentes y el ter cero responsable, 
respectivamente, accionaron ante la Co misión Arbitr al, en los términ os de l 
artículo 24 inciso b) del Convenio Multilateral.  

 
Como se mencionó en acápite s 

anteriores, a fs. 94 5/991, el Sr.  en carácter de apod erado 
del Sr .  , en  su calidad de tercero re sponsable, 
reitera, e n término s gener ales, todo s los argu mentos e sgrimidos por la  
contribuyente en su escrito  recursiv o, y que más arriba se d etallan, 
incorporando solam ente e l a gravio referido a la supu esta ausencia de 
responsabilidad solidaria  en los término s de la Ley de So ciedades 
Comerciales. 

 
A f s. 1098/1106, se  expidió la Dirección 

de Asesor amiento Fisca l de  la Adm inistración R egional Sa nta F e, m ediante 
Informe Nº .  

A f s. 325/329, la D irección d e 
Fiscalización I – Santa F e, realiza el informe de su competencia, a r aíz de la  
inspección llevada a cabo a la empresa. 

 
Manifiesta que  la  naturaleza j urídica de 

la inspeccionada es la de Sociedad Anónima, inscripta en el Impuesto sobre los 
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Ingresos Brutos baj o la cuen ta Nº  con domicilio f iscal e n 
 de la Ciudad . 

 
La auditoría fiscal verificó que la empresa 

ejerce co mo activid ad prin cipal la de  “ Servicios inmobiliarios realizad os po r 
cuenta propia con bienes propios o arrendados”, habiéndose auditado el período 
01/2015 a 08/2017. 
 

Analizadas las presentes actuacion es, 
esta Dirección General procede a realizar las siguientes consideraciones: 

 
En primer lugar , de be seña larse que en  

los decisorios cuestionados se han expuesto adecuadamente cuáles fueron las 
razones d e hecho  y de de recho que lle varon a la  determin ación impositiva 
practicada, todo lo cual se encuentra debidamente fundado. 
  

Al resp ecto, la do ctrina coincide en  
señalar que la motiv ación tiene por objeto detalla r los fundam entos del acto y 
su causa, es decir la  razonabilidad en  la exposición de motivos que realiza la 
Administración p ara llegar a la  conclusió n, la que se en cuentra en la parte 
resolutiva del acto, estando dichos extremos verificados en autos. 

 
Al re specto, se  ha  con statado que  la  

Administración ha  o bservado t odos los r equisitos esenciales inherent es a l os 
actos ad ministrativos tri butarios r ecurridos (re soluciones determinativas y  
cierre de sumarios), por lo que  los mism os gozan de legalidad, en un todo d e 
acuerdo a lo establecido en el artículo 13 del Código Fiscal vigente (t.o. 2014 y 
modificatorias). 

 
Específicamente, con re specto al 

requisito de motiv ación o fu ndamentos del acto  -inciso e ) del men cionado 
artículo 13-, se pued e mencion ar que en  los con siderandos de la reso lución 
recurrida, así co mo también en  la reso lución que dispone con ceder vista a las 
actuaciones y la apertur a del sumario , se  detallan todos los a rgumentos que  
sirvieron de base par a determinar de oficio sobre base cierta las oblig aciones 
fiscales del contribuyente. 

 
Además, la empre sa procedió a toma r 

vista de la s actua ciones obrantes en el p resente expediente 11, por lo que  no 
puede aducir que el procedimiento o el acto recu rrido es nulo, y a que pudo 
ejercer todos los  derechos de defensa acordados por el C ódigo Fiscal vigente 
(t.o. 2014 y modificatorios) para las determinaciones de oficio y sumariales. 

 
Finalmente, se puede  agregar que en el 

Expediente se encue ntran toda s las prue bas que av alan la p retensión fiscal, 

 
11  Como puede observarse, por ejemplo, a fs. 655. 
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concluyendo, en con traposición con las declaraciones juradas presen tadas por  
la contribuyente, que las mismas son inexactas. 

 
Con rela ción al agr avio por falta de  

causa y motivación del acto, debem os señalar que toda s las constancias 
obrantes en autos constituyen los elementos que sustentan el procedimiento de 
determinación, habiéndose e xpuesto, co ncreta y r azonadamente, los motivos 
que permitieron llegar a la conclusión que se encuentra en la parte resolutiva 
del mism o, por lo que, y en coincidencia con lo señalado por la d octrina al  
respecto, debe desestimarse lo argumentado por la recurrente. 

  
       En lo que  respecta al planteo referido a  

que se vio le sionado el derecho de defensa  en  lo s prese ntes autos, debe  
señalarse que no puede prosp erar; las p enalidades aplicada s devienen  de un 
sumario administrativo previo, habiéndose resguardado el p rincipio de l debido 
proceso, que conte mpla, entre otros, el derech o a ser oído y a ofrecer y 
producir p ruebas. Además, cabe agregar que, con la interposición del recurso 
que nos ocupa, lo s recurrentes e stán ejercitando el de recho de defensa, 
debiendo en consecuencia, desestimarse lo argüido en ese sentido. 

 
 Refiriéndonos al cuestionamiento de que  

las facultades de est a Administración se encuentran prescr iptas para reclamar 
los anticipos enero 2015 a agosto 2017, se procederá a su análisis.  

 
En primer lugar, es d able mencionar que 

Fiscalía de  Estado se  expidió e n varias o portunidades sob re e l instituto de la 
prescripción con  a nterioridad a la reform a del Códi go Civil y  Comerci al 
(Dictámenes Nº   entre  
otros), diciendo que si bien es cierto que al plazo de prescripción se aplican las 
disposiciones del Cód igo Civil, por así ha berlo dispuesto la C orte Suprema de 
Justicia de la Nación  y tribunal es locales, tanto el inicio de l cómputo de l plazo 
como las causales de suspensión e in terrupción, son las previstas en el Código 
Fiscal lo cal, por tr atarse d e cuesti ones esp ecíficas no contrarias a las  
disposiciones del Código Civil. 

 
Como an tecedente jurisp rudencial s e 

puede agregar que, en autos “  c/Municipalidad de 
Rosario s/recurso contencioso administrativo de plena jurisdicción” (Expte: CSJ 

) se c onsideró con stitucional lo e stipulado en los C ódigos Tributarios 
Municipales, respecto a que, l os términos de prescripción, co mienzan a  correr  
desde e l 1º de ene ro sigu iente al año  al cual se refie ren las oblig aciones 
fiscales. 

 
Asimismo, en autos “  

R. c/Provincia de Santa Fe s/recurso contencioso administrativo” 2/11/2010, si 
bien se sustentó e n base al fallo “Filcrosa” la a plicación de la prescrip ción 
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conforme al Código Civil, se dejó a salvo la potestad local de establecer el inicio 
del cómputo del plazo según el Código Fiscal provincial. 

 
                           Posteriormente, de cara a la vigencia del 
Código Civil y Com ercial, Fiscalía de E stado se expid ió, a tr avés de l Dictamen 
Nº , en el cual, haciendo expresa mención a lo dispuesto por el citado 
digesto, en el a rtículo 2532, q ue dispone: “...las disposiciones del capítulo son 
aplicables a la prescripción ad quisitiva y libera toria.  Las le gislaciones local es 
podrán regular esta última en cuanto al plazo de trib utos”, y a lo normado por 
el artículo 2560: “el plazo genérico de la prescripción es de cinco años, excepto 
que e sté previsto u no diferen te en  la legislación lo cal”), conclu yó que, la  
actuación del Congreso Na cional, ha  v enido a reconocer la competen cia 
provincial en la ma teria y con secuentemente, la validez de las regula ciones 
establecidas en su ámbito. 
   
  En dicho interpretativo la Fiscalía puso de 
resalto qu e la norm ativa cita da, ha merecid o tr atamiento j urisprudencial -
refiriéndose al fallo del Supe rior Tribunal de la Ciudad A utónoma de Buenos 
Aires- en  la cau sa “  s/otras 
demandas contr a autorida d administr ativa s/ recurso de Inc onstitucionalidad 
concedido”, en la que sostuv o que el “Código Civ il y Comercial de la Nación 
sancionado por el órgano competente para fijar el alcance  y contenido de l 
derecho común ha venido a validar la tesis que e ste tribun al senta ra en sus 
decisiones referida a la au tonomía local para reglar el pla zo de prescripción de 
los tributos de jurisdicción...”.  
 
  Merece una consideración especial el fallo 
referido p or la Fiscalía, que  sustentó  el pro veído citado , en el aspecto 
pertinente. 
   
  En el preced ente,”Fornaguera” el 
Superior Tribunal de CABA entendió ratificado, a través de la interpretación que 
hace el Congreso de la Nación en el nuevo Código Civil y Comercial respecto de 
la prescripción de l os tributos locales, el criterio sentado po r dicho T ribunal al 
decidir en la causa “Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires s/queja 
por re curso de in constitucionalidad d enegado en: Socie dad Italia na de  
Beneficencia en Bue nos Aire s c/ DGR (Resol. 1181/ DGR/00 S/re curso de  
apelación judicial c/ decisiones de DGR (art. 11 4CFCBA- 2003), habiéndose 
expedido con posterioridad en diversos pronunciamientos con la misma tesitura 
en favor de la autonomía del derecho tributario y del régimen que estab lece el 
art. 129 de la Constitución Nacional.  
  Es relev ante destacar la mención que 
efectuara el Dr. Casas respecto de la op inión de la Dra. Carmen M. Argibay a l 
propiciar su di ctamen en la causa “ Municipalidad de La M atanza c/  Casa  
Casmma S.R.L. (co ncurso prev entivo s/  incid ente de v erificación tardía” d e 
fecha 26-03-2009 (Fallos: 332:616), en el cual, la magistrada sostuvo:  “…que 
la línea de decisiones que viene siguiendo el Tribunal a partir del caso "Filcrosa" 
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no ha merecido respuesta alguna del Congreso N acional, e n el que  están 
representados los estados provinciales y cuenta con la posibilidad de introducir 
precisiones en los textos leg islativos p ara derri bar así la s interpre taciones 
judiciales de las le yes, si de alguna ma nera se h ubiera oto rgado a é stas un 
significado erróneo. Tal ci rcunstancia confiere plau sibilidad a la inter pretación 
de la  legislación nacional que sirvió  de fundamento a la decisión adoptada en 
dicho precedente, pese a las dificultades que encuentro para extraer del Código 
Civil, a  p artir de la argume ntación ut ilizada en  el fallo, el claro  p ropósito 
legislativo de limitar el ejercicio de los poderes provinciales en el ámbito de sus 
materias r eservadas”. Esta inteligen cia, fue reiter ada por la  jueza en otros 
pronunciamientos (ver su voto en Fallos: 332:2108, y en "Bruno Juan Carlos c/ 
Provincia de Bu enos Ai res", sent. 0 6-10-2009), y pe rmitió v islumbrar un a 
interpretación difere nte de la  doctrina "Filcrosa", proponie ndo que fuere el 
Congreso quien aportara una solución su peradora a partir de una modificación 
legislativa.  
  
  Y así su cedió finalmente con lo legislado 
en los artículos 2.532 y 2.560 del nuevo Código Civil y Comercial, en cuanto se 
delegó en  los gobie rnos lo cales las fa cultades para regular la  prescrip ción d e 
sus propios tributos.  
  
  En efe cto, el propiciado  co metido del 
Congreso naciona l, luego del prece dente “F ornaguera” tuv o asidero  con la  
sanción de la Ley Nº 26.994, que aprobó el nuevo Código Civil y Comercial, en 
el cual se  reguló expresa mente lo atine nte a la prescrip ción -en cuanto no s 
ocupa aqu í en debate-, en los términos de los arts.  2532 y 2562. Y sustenta  
esta postura lo señalado p or C asás, a l r eferirse al  Congre so Naci onal en lo s 
siguientes términos: “es éste el Pod er del Estado con posibilidad de introducir 
precisiones en lo s texto s legislativos pa ra correg ir la interp retación da da por 
Alto Tribunal en Filcrosa, si la consideraba errónea”. 
 
  Así también lo ha entendido y expresado 
la Fiscalía provincial en el ya mencionado Dictamen 0177/2016; ratificando que 
la ac tuación del  Co ngresos Nacional ha  v enido a  reconoce r la  co mpetencia 
provincial con rela ción al instituto en  cuestión y , por con siguiente, la plena  
validez de las disposiciones locales que regulan la materia.  
 
  A mayor abundamiento, resulta oportuno 
traer a colación un fallo reciente –y a la vez relevante- de la Corte Suprema de 
Justicia d e la Nación , recaído en la causa “  

c/Provincia de Misiones - Dirección General de Rentas y otro 
s/demanda contenciosa administrativa”, de fecha 05/11/2019, mediante el cual 
se ha dictaminado nuevamente en materia de prescripción de tributos locales. 
  
  El Alto Tribunal, solo con la disidencia del 
Ministro R osatti, de cidió adm itir el re curso de  queja por extr aordinario 
denegado y, en consecuencia, falla r a fav or d el co ntribuyente declar ando la 
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inconstitucionalidad de las no rmas loca les pre vistas en el Código Fiscal de  
Misiones en materia de pres cripción por ser diversas a las p revistas en el ex 
Código Civil -L. 340-, lo  qu e afe ctó su jurisprudencia  p acífica qu e hasta  
entonces r egía y la s cláusu las const itucionales p revistas en l os artí culos 31 y 
75, inciso 12). 
   
  Para así  decidir , toman do varias 
fracciones del dicta men de  la  Procur adora12, recor dó que  la  cont roversia se 
presenta entre las normas locales del Código Fiscal de Misiones y el Código Civil 
(L. 340 ), cuerpo no rmativo q ue, si bien ho y se encuen tra dero gado y 
reemplazado por el Código Civil y C omercial de la Nación (L. 269 94), er a e l 
vigente d urante los período s fiscale s de cu ya prescrip ción allí se discutía, 
debiéndose analiza r el caso b ajo ese p lexo en r azón de qu e así no solo lo  
disponen los artículos 7 , 2532, 2537, 2560, 2562, i nciso c),  del  nue vo Códi go Uni ficado, 
sino que ello tam bién surge del prin cipio de “con sumo jurídico” 13 puesto d e 
resalto en la doctrina de “Coleg io de Escribanos de la Ciudad d e Buenos Aires” 
(Fallos: 338:1455), entre muchos otros. 
   
  Sentado ello, ju zgó que e n v arios 
precedentes que cita ha desar rollado la s razones por la s que  invariablemente 
sostuvo que la prescripción no es un inst ituto propio del dere cho público local,  
sino un in stituto general del de recho, lo que ha justificado que, en ejercicio de  
la habilitación conferida al legislador nacional por el artículo 75, inciso 12), de 
la Con stitución Nacional, a quel e stableciera un régim en destin ado a  
comprender la gene ralidad de las acciones susceptibles de extingu irse por esa  
vía y que,  en conse cuencia, las legislat uras locales no se hallar an habilitadas  
para dicta r le yes in compatibles con las previsiones que al re specto contenían 
los códigos de fondo. 
  
  Sobre tales ba ses, e l Tribunal consideró 
que la prescripción de las obl igaciones tributarias locales, tanto en lo rel ativo a 
sus p lazos como al momento de su inicio, y a sus causa les de inte rrupción o 
suspensión, se rigen por lo esta tuido por el Congreso de la Nación de m anera 
uniforme. 
  Una lectu ra estricta del fa llo perm ite 
concluir q ue su al cance e stá limit ado a las s ituaciones ju rídicas y actos o  
hechos qu e son  su  con secuencia, cumplidos en  su total idad dur ante la  
vigencia del Código Civil. 
 

 
12  En su di ctamen, la Procur adora Fi scal defi nió que “el punto en litigio se circunscribe a  

determinar, una vez más, si una le gislatura lo cal -en este caso, la de Misiones- pu ede 
establecer para sus obligaciones -en tre ellas, las tributarias-  un régimen de prescri pción 
liberatoria diverso del fijado por el Congreso de la Nación” 

13  Este pri ncipio, desarrol lado por l a j urisprudencia, defi ne que “l os hechos pasados que 
agotaron l a virtualidad que l es es propi a, no  pueden ser al canzados por la nuev a ley sin 
incurrir en retroactividad, por lo que deben regirse por la ley anterior". 
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  Cabe re cordar q ue el plaz o de  
prescripción de las facultade s de esta Administr ación par a determin ar la s 
obligaciones tributarias y aplicar sanciones por infracciones cometidas previstas 
en el Código Fiscal es de cinco (5) año s (artículo  115 del Código Fiscal t. o. 
2014). 
 
  Es dable  aclar ar que el término d e 
prescripción comienza a correr desde el 1º de enero  siguiente al año al cual se  
refieren la s obli gaciones fi scales o las i nfracciones correspondientes (a rtículo 
116 del Código Fiscal (t.o. 2014). 
  
  Por lo tanto, a la  fecha de la  notificación 
fehaciente de la resolución por la cual se determinaron de oficio impuestos y se 
aplicaron multas por omisión (15/09/2021), la facu ltad de e sta Administración 
para exigir el pago y aplicar sanciones en relación a los anticipos 01 a 12/2015, 
en principio, hubiera prescripto el 01/01/2021, ya que habían transcurrido cinco 
(5) años. No obstante, debe tenerse en cuenta la causal de suspensión de la  
prescripción establecida en el artículo 11 8 in fine del Código Fiscal (t.o. 2014 y 
modificatorias). 
 
  En efecto , el inicio del té rmino de  
suspensión de la pres cripción comenzó a c orrer a pa rtir del 02/09/2020, fecha 
en la que  se le n otificó fehacientemente al contribuyente, a tr avés de la  
Resolución Nº , que esta Ad ministración le in iciaba u n 
procedimiento de determinación de oficio  y le instruía e l sumario  
correspondiente por presun tas infr acciones cometidas, re ferido al Impuesto 
sobre los Ingresos Brutos, abarcando el período e nero de 2015 a agosto d e 
2017 (fs. 373/377). 

 
  Esta causal de suspensión del curso de la 
prescripción, reiteramos, contemplada legalmente en el artículo 118 in fine de l 
Código Fiscal (t.o. 2014 y modificatorias), textualmente reza: “...Se suspenderá por 
ciento ochenta (180) d ías el curso de la pres cripción de las acciones y poderes del Fisco para 
determinar y  exigir el pa go de los im puestos re gidos por el presente Cód igo, y  para aplicar y  
hacer efec tivas las mul tas, des de la fecha de  notificación  de  la re solución de  in icio del 
procedimiento de determinación de oficio o de la instrucción del sumario correspondiente, cuando 
se tratare del o los períodos fiscales pr óximos a prescribir y dich os actos se notifiquen den tro de 
los ciento oc henta (180) días corri dos inmediato s anteriores a  la fecha en que se produzca la  
correspondiente prescripción.” (el resaltado me pertenece). 

 
Caber aclarar que el artícu lo 9 del citado 

texto legal estab lece en su in ciso b ), qu e los plazos e stablecidos po r día se 
entienden referidos a días hábiles,  salvo di sposición en cont rario. En  
consecuencia, la sus pensión del términ o de la prescr ipción d e 180 d ías, má s 
arriba mencionada, se debe entender referida a días hábiles. 
 

Por lo tanto , computando la suspensión 
de 180 d ías hábile s, y a me ncionada, el plaz o de prescripción fe neció el  
08/06/2021; po r lo que, habiéndose notificado la resolución determinativa de 
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impuestos, interes es y multas  el día 1 5/09/2021, las facu ltades de  est a 
Administración, respecto al período fiscal 2015 se hallaban prescriptas; ergo, 
le asiste  p arcialmente razón al  contr ibuyente en re lación a e se úni co p eriodo 
fiscal. 

 
Respecto al pedid o de prescripción del 

período fiscal 2016 y 2017, no debe hacerse lugar. 
 

    Ello obedece a que el período fis cal 2016 
habría pr escripto el 01/ 01/2022, ha biéndose notifi cado la res olución 
determinativa por la  que se le re claman impue stos, intere ses y mu ltas, e n 
fecha 15/09/2021 ( fs.748/757), es de cir, dentro d el plazo le gal de cin co (5) 
años. 

 
 Antes de abocarnos al tr atamiento de la 

cuestión planteada respecto a la gravabilidad de los contratos de “dólar futuro” 
y “forwards”, consideramos pertinente realizar una breve introducción acerca de 
su naturaleza y operatoria. 

 
  Cuando se hace alusión  al  “dól ar 

futuro”, se está referenciando a un in strumento financiero deriv ado, 
consistente en un  contr ato qu e permite  adquirir determinados bienes a u n 
precio diferido en el tiempo. 

 
  Específicamente, e s un con trato po r e l 

cual el comprador (vendedor) se compromete a recibir (entregar) determinada 
cantidad de dólares a un precio fijo en una determinada fecha.  

  
 En la operatoria de dólar futuro nunca se 

integra el activo (dólar), sino que solo se compensan las ganancias o p érdidas 
en pesos contra el tipo de cambio de oficial.  
 

 Sin embargo, dichos instrumentos no solo 
se re fieren a los  contr atos men cionados ut  supr a, sino qu e abarcan  
adicionalmente los contratos de forwards, opciones, swaps, entre otros. 
 

 Un contrato de forward es un acuerdo 
para co mprar o vender un d eterminado activ o con fe cha y pre cios futuros 
establecidos al momento de contratación. Este tipo de contrato no es negociado 
en los mercados y surge de la libre negociación privada entre partes. 
 

 En definitiva, los instrumentos financieros 
derivados son contratos a  pla zo que otorgan dere chos y/u o bligaciones a lo s 
contratantes par a p oder comprar o vender activ os de diversa índ ole en un a 
fecha futura, a los que se les designa con el nombre de activo subyacente. 
 

 Al respecto, cabe re cordar que  el Código  
Civil y Comercial de  la Nación  dispone en el artículo 971 : “Los contratos se 
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concluyen con la recep ción de la aceptación de una oferta o por una conducta de las 
partes que sea suficiente para demostrar la existencia de un acuerdo”. El artículo 980 
del CCyCo establece que: “La aceptación perfecciona el contrato: a) entre presentes, 
cuando es manifestada; b) en tre ausentes, si es recibida por el proponente durante el  
plazo de vigencia de la oferta”. 
 

 Las oper aciones de  compr a y v enta de  
contratos de fu turos sob re subyacente moneda extranjera generan resultados 
como dife rencia entre el pre cio convenido y el p recio al m omento d el 
vencimiento del contrato o de la can celación an ticipada si la  hubier a; dichos 
ingresos, son los qu e la firma consid era que deberían quedar fuera del alcance  
del Impuesto sobre los Ingresos Brutos 
 

  Yendo entonces ahora a si correspon de o 
no la gravabilidad de las ope raciones de dólar futuro y de “forwards de 
dólar”, se puede señalar que no intere sa la naturaleza de la  operación que se 
pretende con aq uellas, po r lo que, d e acue rdo a lo s fundamentos qu e 
señalaremos en  l os párr afos si guientes, el ingreso se e ncuentra gravado, 
independientemente si la finalidad es de cobertura –com o con sideran lo s 
agraviados- o meramente especulativa. 

 
  Una oper ación de cobe rtura es  

considerada como tal cuando lo que intenta proteger es un riesgo futuro, real o 
potencial. 

 
   En efecto , puede de cirse que por medio 

de los contratos de futuros de cobertura se persigue acotar los riesgos de las 
variaciones de  lo s p recios de los bienes sub yacentes (en e l cas o, “d ólar”) a  
través de sucesivas operaciones en sentidos opuestos14. 

 
  Por el contrario, se está en p resencia de  

una oper ación especulativa cuando la  inv ersión en  inst rumentos financieros 
derivados responde a la expectativa futura de variación de precios que permita 
obtener determinadas ganancias. 

 
  Los recurrentes pre tenden qu e se  de  un 

tratamiento disím il a unas re specto de otras, pretendien do dejar fu era del 
objeto del impuesto a las de cobertura por sobre las de especulación. 
 

  Debemos decir, pue s, que resulta e stéril 
tal d iferenciación; e ntendemos que par a que un  sujeto pu eda adqu irir un 
contrato d e derivados para e stablecer un a estrategia de cob ertura, tien e que 
haber otro sujeto dispuesto a venderlo. Este segundo sujeto no necesariamente 
debe tene r un objetiv o de co bertura, sino simp lemente de seo de v ender e l 
contrato; en ambos casos, por tanto, quedan incluidas en  el  hecho imponible 

 

                                            

16
 

14  MORENO G URREA, José A. “Los Con tratos de futuro de productos agrí colas y el impuesto 
sobre los ingresos brutos”. Doctrina Tributaria Errepar, Julio 2013. 
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del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, atento a que implican el ejercicio de 
una actividad onerosa en forma habitual. 

 
  La conclu sión pre cedente se  sustenta,  

además, en el principio de realidad económica plasmado en el artículo 7 del 
Código Fiscal, el cua l establece que “para determinar la verdadera na turaleza 
del he cho impon ible se de be atender a los a ctos, situa ciones y relacione s 
económicas que efectivamente rea licen, persigan o  establezcan lo s 
contribuyentes”.  

 
  No caben  dudas,  pues, de que la 

utilización de contratos de futuro s demuestra fe hacientemente la 
verdadera inte nción del contrib uyente y su rge palmariamente q ue su  
efectiva actividad e intención no es otr a, como ya expresamos, que atemperar 
o morigerar los riesg os de la s futuras variaciones de precios de los bie nes que 
comercializa y/o de los pasivos que contrae.  

 
  Para una mejor compren sión, no es 

ocioso traer a colación lo dispuesto en el Título II de la Resolución General 3421 
y sus modificatorias de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP); 
aquella nos brinda el marco pa ra poder calificar un contrato derivado como de 
“cobertura”, disponie ndo que  r evestirá t al condición aquel que tenga po r 
objeto reducir el efecto de las futu ras fluctuaciones en precios o tasa s 
de mercado sobre los resu ltados de la o las actividades económicas 
principales; posea vinculación dire cta con la o la s activida des e conómicas 
principales del contribuyente y que e l e lemento su byacente también gu arde 
relación con la o las activida des a ludidas; sea cuantitativa y tempor almente 
acorde co n el rie sgo que se pretende cubrir y se encuentre exp lícitamente 
identificada, desde su nacimiento, con lo que se pretende cubrir. 

 
  En cuanto a lo s ingresos, debe señalarse 

que lo s resultados p ositivos, generados por l as transacciones baj o e xamen, 
representan ingre sos que dev ienen de actividades u operaciones como 
consecuencia de los contratos de dólar futuro  y el hecho  imponible frente 
al Impuesto sobre los Ingresos Brutos se  verifica por el ejercicio hab itual y a  
título oneroso de esa actividad, cualqu iera sea  el resu ltado obten ido y que  la  
base im ponible se d etermina en función  de los in gresos brutos de vengados 
durante el período fiscal, es decir los resultados positivos obtenidos. 

 
   Por l o ta nto, co rresponde co nsiderar a l 

monto d e la co mpensación efectivamente recibida, es de cir los resultados 
positivos compensados, como los ingresos que, por prov enir de un proceso 
único eco nómicamente insepa rable, inhe rente a la  actividad  u oper ación que 
realizada por un mismo sujeto , en este caso la firma  en más de una 
jurisdicción –C.A.B.A. y, además, en nuestra provincia de Santa Fe- encuadran 
sin lugar a dudas en el artículo 1° y 2° del Convenio Multilateral. 
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  Además, las “ comisiones” percibidas po r 
el  o por los Agentes intermediarios, constituyen -para los contribuyentes 
involucrados, en el caso - los gastos vinculados a la actividad extra 
jurisdiccional de e stos sujetos que evidencian –sin lugar a dudas- el 
sustento territorial;  tienen relación directa co n la actividad en nuestr a 
jurisdicción por lo q ue sustentan la pre sunción de que se ha ejercido actividad 
efectiva e n Santa F e y , lógicamente, representa n gastos  computables -
Artículo 3º del C.M.- 

 
  Respecto al cue stionamiento efectuad o 

con relación a la necesidad del ejercicio de una actividad habitual para que se 
genere el hecho imp onible en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, amerita 
traer a colación normas del Código Fiscal que tienen rela ción con  la temática 
que ahora nos ocupa. 

 
“Determinación de la habitualidad. 
ARTÍCULO 175 - A los efectos d e determinar la ha bitualidad se tendrá en cuenta 
especialmente la índole y naturaleza específica de las actividades que generan el hecho 
imponible, el objeto de la em presa, profesión o locación y los usos y costumbres de la 
vida económica. 
 
Se entende rá por habitual el desarrollo du rante el ejercicio fiscal de hechos, actos u 
operaciones -con prescindencia de su cantidad o mo nto- por quienes hagan profesión 
de los mismos. 
 
La habitualidad no se p ierde por el hecho de que, después de adquirida, las actividades 
se ejerzan en forma periódica o discontinua. 
 
Los ingres os brutos obtenidos por socied ades o cualquier tipo  de organización 
empresaria contemplada en la Ley General de  Sociedades  Nº 19 .550 T.O. 1984 y sus 
modificaciones o c ualquier otra  norma que e n el futuro la reemplace, sociedades por 
acciones simplificada (SAS), sociedades civi les, cooperativas, fundac iones, sociedades 
de economía mixta, entes em presarios estatales (nacionales, provinciales, municipales 
o comunales), asociaciones y empresas o explotaciones unipersonales o pertenecientes 
a sucesio nes ind ivisas, se considerarán alc anzados po r el impuesto  
independientemente de la fr ecuencia o periodic idad y n aturaleza de la 
actividad, rubro, act o, hecho u operaci ón que los gener e.” (el resaltado nos  
pertenece).  
 
“Actividad no especificada. 
ARTÍCULO 205 - No dejará de gravarse el  ingreso br uto producido por un ramo o 
actividad por el hecho de que no haya sido previsto en forma expresa en este Código, 
en la Ley Imposit iva o en las disposicione s que en consecuencia  se dicten. En tal 
supuesto se aplicará la alícuota básica...” 

 
  Vemos, p ues, que  en cua nto a la  

supuesta ausencia de habitualidad en este tipo de operaciones, se observa que 
el prop io Código Fiscal e stablece que la habitualidad está determinada por la  
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índole de las activid ades que dan lugar al hecho  imponib le, el objeto de la 
empresa, profesión o locación y los usos y costumbres de la vida económica. 

  
  En tal sen tido, e l ej ercicio habitual de la 

actividad gravada debe ser entendido como el desarrollo en el ejercicio fiscal de 
hechos, actos u operaciones de la naturaleza de las alcanzadas por el impuesto, 
con prescindencia de su cantid ad o mont o cuando l as mismas se efe ctúan por 
quienes hacen profesión de tale s actividades. El ejercicio en fo rma discontinua 
o v ariable de actividades gravadas no  hace pe rder al sujeto pa sivo d el 
gravamen su calidad de contribuyente. 

 
 A mayor abundamiento, resulta oportuno 
citar al prestig ioso doctrinario Dino  Ja rach qu ien ha señalado , respecto a la 
habitualidad, lo siguiente: 
  
“(…) el ejercicio del com ercio, de la indust ria, de una profesió n, o de un arte, son  
intrínsecamente habituales y por ello no requieren de otro aditamento…”.  
 
"(…) el co merciante que ejerce habitualmente el co mercio de ramos ge nerales, e 
introduce en cierto momento la venta de instrumentos musicales, no pueda alegar la no 
gravabilidad de los in gresos que obtenga por éstos, aduciendo su falta de habitualidad 
(...)"15 
 
 Por otr a p arte y con forme se desprende  
del primer párr afo del artículo 205  del Código  Fiscal de  Santa F e ante s 
referenciado, los ingresos generados por las actividades, actos u operaciones a 
título oneroso, sean de carácter lucrativa o no, tal el caso de las operaciones 
de dólar futuro y for wards realizadas por  , se en cuentran 
alcanzadas por el Impuesto sob re los Ingresos Brutos, salvo que se encuentren 
comprendidos en alguna de las franquicias subjetivas u objetivas establecidas 
en la norma fisca l o con stituyan in gresos bru tos no gr avados, situación que,  
como pue de ob servarse de la  disposició n fiscal pro vincial, n o ocu rre en la  
situación de autos ba jo examen; ergo,  dichas operaciones están gravadas 
con el tributo de marras. 
 
 De acue rdo a lo señalado p reviamente, 
debe desestimarse lo planteado por los recurrentes en este punto.  
 
 Cabe destacar que, en igual sentid o, se  
ha expedido esta Dirección General a  través de los Dictámenes N°  

, entre otros. 
 

 Por otro lado , en cuanto a la  preten sión 
de encuadrar las referidas operaciones dentro de las exenciones establecidas en 
el artículo  212 in ciso c) del C ódigo Fiscal, no pue de pro sperar; en e fecto la 
dispensa es de naturaleza “subjetiva”. 

 
15  JARACH, Dino. “Curso Superior de Derecho Tributario. Vol. II”. Pág. 370 y 372. 
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ARTÍCULO 212 - Están exentas del pago de este gravamen: 
(…) c) las bolsas de co mercio autorizadas a coti zar títulos valores y los mercados de  valores, 
mercados a término y lo s ingresos brutos generados por las operaciones de arbi traje de est as 
instituciones(…).” 

 
 Tal como  se ob serva, al canza a la s 
entidades e instituciones mencionadas por la propia disposición y a los ingresos 
por la s o peraciones de “arbitr aje” de esas instituciones; es de cir, ceñida 
exclusivamente a las entidades aludidas. 

 
 Para que tales operaciones o contratos de 
dólar futuro gocen de alguna exención del pago del Impuesto sobre los ingresos 
Brutos, ta l com o pre tenden los agr aviados, debe rían esta r co ntempladas en  
alguno de los in cisos d el a rtículo 213 que refiere a  lo s ingre sos bruto s 
generados por las activida des, hechos,  actos u oper aciones; es decir la s 
denominadas “exenciones objetivas”; situación que no encuentra prevista, por 
lo que en  honor al artículo 5 del Código Fiscal (t.o. 2014) de ninguna manera 
puede prosperar. “En ningún caso se establecerán impuestos, tasas, contribuciones, 
ni exenciones,…, sino en virtud de este Código u otra Ley.” 

 
 
En cuanto a lo argüido respecto a que los 

ingresos g enerados por las operaciones en cuestión, deberían consid erarse 
como no computa bles a los fines del cálculo del coeficiente de ingresos de  
Convenio Multilateral, corresponde traer a colación la R esolución General C.A. 
N° 16 (artículo 5 de la Resolución General C.A. N° : 
 
“Art. 1 - Interpretar que a los fines de la aplicación del régimen general del Convenio 
Multilateral e independientemente del tratami ento que le asigne la legislació n de cada 
jurisdicción respecto a su gravabilidad,  no s e computarán dentro de los in gresos 
brutos totales del contribuyente, para el armado del respectivo coeficiente: 
a) Los corr espondientes a alguno s de los regímenes especiales establecidos en los 
artículos 6 al 13 del Convenio Multilateral. 
b) Los correspondientes a la venta de bienes de uso. 
c) Los cor respondientes a recupero de gastos, q ue cumpla n con los s iguientes 
requisitos: 
i. Que sean gastos efectivamente incurridos por cuenta y orden de terceros; 
ii. Que el contrib uyente no desarrolle la ac tividad por la cual percib e el reintegro d e 
gastos; 
iii. Q ue se encuen tren correcta mente individualizados, sien do c oincidentes con los  
conceptos e importes de las erogaciones; 
iv. Que el circuito administrativo , docume ntal y contab le del cont ribuyente p ermita 
demostrar el cumplimiento de los requisitos señalados. 
d) Los correspondientes a subsidios otorgad os por el Estado Nacional, provincial o  
municipal. 
e) Los correspondientes al recupero de deudores incobrables, por el valor equivalente al 
capital. 
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f) Los correspondientes al recupero de imp uestos, siempre que no sea el sujeto pasivo 
del impuesto, que se facture por sepa rado y por el mis mo importe(…)”. (el resaltado 
nos pertenece). 
 
 Aquí se observa claramente que la 
Comisión Arbitral ha interpre tado, de forma taxativ a, cuáles son lo s ingreso s 
que no de ben computarse a los fines d el cá lculo del coeficiente unificado de l 
régimen general; ergo, al no e star comprendidos los ingresos relacionados con 
las operaciones en cuestión, debe desestimarse el planteo.  
 
 A ma yor abundamiento, podemos citar  
un caso concreto, en el cual la C.A. se ha expedido en el mismo sentido:  
 
Resolución C.A. N °   c/ Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires” 
 
“(…) Que es ta Comisión Arbitral obs erva, en lo q ue resp ecta al cuestiona miento d e la  firma  
relacionado con la inclusión dentro de l a base imponible de diversos conceptos de ingres os, que 
dichos ingresos están comprendidos dentro de los “i ngresos brutos totales” del contribuye nte, al 
margen del tratamiento que pudieran tener en la jurisdicción y por lo tanto deben s er tenidos en 
consideración a los efectos del cálculo del coeficiente de ingresos previsto en el inc. a) del art. 2° 
del C.M.(…)” 
 

 
En cuanto a la pretensión de asimila r 

estos ingresos con las diferencias de cambio, tampoco puede prosperar.  
 
Si nos re mitimos a  lo dispu esto po r la  

Resolución General 05/2017 de la Comisión Arbitral, observamos que establece 
lo siguiente:  

 
“Art. 1: Interpretar que a los fines de la aplicac ión del régimen general del Convenio Multilatera l 
e independi entemente del tratami ento que le  asigne la jurisdicción a los efecto s de su 
consideración como base imponibl e local, los conceptos “ Valor Patrim onial Propor cional” y 
“Diferencias de Cambio”, negativas o positivas, que se generen  por la partic ipación en empresas 
o la tenencia de moned a extranjera respectivamente, no s erán computables como gastos ni 
como ingres os, para la  conformación de los coeficientes correspondientes a las distintas 
jurisdicciones. 

Lo dis puesto prece dentemente respe cto a las dif erencias de cambio, no será de aplicación  
para las operaciones de compra venta de divisas  (…)”. (el  resalta do y subraya do nos  
pertenece). 

Advertimos, pues, que las di ferencias de 
cambio que provengan de la compr aventa de divisas son co mputables para la 
conformación de los co eficientes correspondientes. La norma re fiere, 
específicamente, a las diferencias de cambio que se generen por la tenencia de 
moneda e xtranjera, es decir por la valuación de activos y pasivos en 
moneda extranjera a un momento determinado. 
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 En el caso de autos, la situación de los 
resultados analizados es distinta.  Se originan por la diferencia positiva que 
surge -a una fecha convenida en el contrato de futuro- entre e l valor del dólar 
fijado de antemano pactado al momento de formalizar el contrato y el tipo de 
cambio oficial o pre cio “spot ” a ese momento fu turo; es decir que son 
consecuencia de operaciones o actividades que resultan de un contrato 
de futuro  y no  de  una mer a v aluación de a ctivos y pa sivos en moneda 
extranjera, com o o curre c on las d iferencias de cambio o  cot ización que  
obviamente no son objeto de debate en las presentes actuaciones. 

   
En relación al cuestionamiento referido a 

la atribución de los ingresos  a la ju risdicción de Santa Fe, procederemos a 
su tratamiento. 

 
 En primer lugar, es dable señalar que, en 

el presente caso, no estamos en presencia de operaciones de venta de bienes o 
de mercaderías, sino  que esta mos analizando cual sería la correcta atribución 
de los resultados que provienen de la celebración de operaciones o actos como 
consecuencia de la celebr ación de contr atos de “dó lar futuro”  o de “forw ards” 
de dólar. 

 
Como y a hemos mencionado, en la 

operatoria en cuestión, nunca se integr a el activ o (dólar) sino que solo se 
compensan las g anancias o pé rdidas en pesos contra el tipo de cambio oficial; 
en efecto, bien podría seguirse el criterio de atribución de los servicios; es decir 
a la jurisdicción donde se realiza la efectiva prestación del servicio. 

 

De acuerd o a expre sado en e l párr afo 
precedente, consideramos oportuno traer a colación alguna de las resoluciones 
de los Or ganismos de Con venio Mult ilateral, que  y a han fijado el criter io 
respecto a la asignación jurisdiccional de los ingresos derivados de la prestación 
de servicios. 
 

Resolución N°  (C.A.)17 Expediente C.M.  N° 786/2008 “  
acciona contra la Resolución N° 317-9/2008 dictada por e l 

Fisco de la Provincia de Santa Fe”; 
“(…) Que los Organismos  del Convenio Multilateral se han expe dido en r eiteradas oportunidades 
en el sentido de que los ingresos por prestación de servicios deben ser asignados a la jurisdicción 
donde efectivamente se prestan, y en este caso ello ocurre en la Provincia de Santa Fe (…). 
 

 

                                           

Resolución N°  (C.A.) Expediente C.M. N°  “  
c/ Ciudad de Buenos Aires” 
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“(…) Que en este caso, lo relevante  a los fines de la atribución de ing resos en ma teria de  
Convenio Multilateral es la  actividad de  remolque, que configura una prestaci ón de servicios que 
se desarrolla en más de una jurisdicción 
. 
Que conforme lo tienen dicho los Organismos del Convenio para los casos de actividades de  
servicios, l os ingresos deben asi gnarse a la s jurisdicciones dond e ellos se p restan, 
siendo una razonable aproximación a estos efectos tomar como parámetro distri buidor 
los kilómetros recorridos (…) (el resaltado nos pertenece). 
 

Resolución C.A. N° Expte. C.M. N° “  
c/ Provincia de Río Negro”. 

“(…) Que por otro lado, los ingresos provenientes de la actividad ejercida por Derudder Hermanos 
S.R.L. deben ser atri buidos a la juris dicción en la que la  accionante presta sus servicio s. Así l o 
establece el  inciso b) d el artículo 1 ° de la Res olución Gen eral N° 14/ 2017: Prest ación de 
servicios: Salvo que ten gan un trata miento específico en el Convenio Mult ilateral o  por  normas 
generales interpretativas, los ingresos por la presta ción de servicios, cualqui era sea el lugar y la  
forma en que se hubier an contratado, se atribuirán a la jur isdicción don de el servici o sea  
efectivamente presta do, por sí o por terceras pe rsonas”. En el caso,  el lugar de pre stación 
efectiva de los mismos no es otro que la ciudad de San Carlos de Bariloche, objeto del contrato, 
destino del viaje, y lugar donde se desarrollan las actividades.  
Que por todo lo expuesto, tampoco puede prosperar lo planteado por 
respecto a la atribución de los ingresos derivados del transporte de los contingentes. Como quedó 
dicho, este s ervicio está i ncluido en el  “paquete tu rístico contratado” que co nforma parte de un 
todo y no de una prestación específica (…). 

 

  
  
 

Cabe agre gar a tod o lo antes expuesto  
que, ade más de los ante cedentes citados, existentes en los Organismos d el 
Convenio Multilateral, la Comisi ón Arbitral, mediante  la R esolución General Nº  
14/2017, ha interpreta do con ca rácter ge neral, qu e la atribución  
interjurisdiccional de los ingr esos al  domicilio de l adquirente, provenientes de 
las operaciones a q ue hace  referen cia el párr afo fina l de l artículo  1º de l 
Convenio Multilateral y el a rtículo 1º de la Resolución General (C.A.) , 
según lo previsto e n el in ciso b) de l artículo 2º del precita do a cuerdo 
interprovincial, se efectuará con arreglo a los criterios que la propia disposición 
establece, es decir: 

 
“(...) b) Prestación de  Servicios : Salvo q ue tenga n un tratamient o específico  en el 
Convenio Multilateral o  por norm as generales interpreta tivas, los i ngresos por la  
prestación de servicio, cualquiera sea el lugar y la f orma en que se hubieran 
contratado, se atribuirán a l a jurisdicción donde el servicio sea efectivamente 
prestado, por sí o por terceras personas (…) (el resaltado nos pertenece). 
 

De los citados pr onunciamientos por 
parte de los organismos competentes en la materia, podemos deducir que no 
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existe margen de cuestiona miento respecto a cuál es el  criterio válido 
para la asignación de los ingreso s provenientes de la prestac ión de 
servicios como los que aquí nos ocupan –contratación de instrumentos 
financieros derivados o en  otras pa labras, “l a prestac ión de servicios 
financieros”- siendo el lugar de su  prestación efectiva adonde  deben 
ser atribuidos. 
 

Ya hem os dich o qu e lo s O rganismos de 
Convenio Multilateral han estab lecido que dichos in gresos deben distribuirse al 
lugar d e su pre stación efectiva, po r lo que la cue stión ahor a r adica en 
determinar cuál sería ese lugar de prestación efectiva. 

 
 Pareciera lógico y r azonable, entonces, 

que lo s in gresos p or las ope raciones con instr umentos y/o con tratos 
derivados  deban atribuirse a la/s jurisdicción/es donde se transan o  
negocian los referidos instru mentos financieros derivados; es d ecir 
donde efectivame nte se prestan tales servicios fina ncieros, sea 
directamente a los sujeto s inv olucrados – - o a quienes ac túen por  
cuenta y orden de aquella (intermediarios de las operaciones que las realizaron 
por cuenta y orden de   - actuales Agente s de Liquidación y  
Compensación-) 

.  
En tal sentid o, en el ca so de lo s 

contratos de dólar  futuro , debe tene rse presente que aquellos se operan a  
través del mercado Rofex18, el cual se encuentra ubicado geográficamente en la 
ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe19. Resulta indubitable, pues, que los 
ingresos correspondientes a d ichas op eraciones d eben asig narse a aquella  
jurisdicción, ya que allí se produce la efectiva prestación del servicio.  

 
Por todo lo expuesto , en relación a la  

asignación de lo s in gresos d erivados de los contratos de d ólar futuro, deb e 
rechazarse lo argüido por los recurrentes.  

 
 En el caso  de los “forwards de dólar”, 
tal como hemos comentado anteriormente, se trata de contratos donde no hay 
negociación en los mercados , sino que se negocian o tr ansan privadamente 
entre la s partes; en  r azón de  ello , a los fines de determinar la correcta  
atribución interjurisdiccional de los ingresos, debemos observar, para cada una 
de las operaciones celebradas, dónde se negociaron las refe ridas transacciones 
y/o instrumentos. 
 
 A fs. 560 y 562, 56 1, 5 63, 56 4 y 
567/571, cons tan declaraciones juradas relat ivas al rég imen de in formación -

 

                                            
18  Actualmente,  
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Registro de Operaciones con Instrumentos y/o Contratos Derivados Resolución 
General N° 3421 Anexo VII- presentadas por la firma ante la AFIP; a tr avés de 
aquellas,  decla ró oper aciones de forward 
que tuvie ron como contraparte al  y al  y 

 respectivamente. 
 
 A fs. 6 69/673, ob ra conte stación d e 
oficio por parte  del  y ; informa qu e 
durante el periodo solicitado registró contratos Forward con la verificada20. 
 
 De la referida do cumentación, y del 
informe p ericial con table (f s. 70 9/715), se advierte que, dur ante el period o 
verificado,  ce lebró operaciones de compra 
de forwards exclusivamente con  y  e ; 
ergo, al estar domiciliadas dichas entidades financieras en la  

, y siendo  que en a quellas n o inte rviene el  n o 
corresponde atribución alguna a la jurisdicción de Santa Fe, por lo que le asiste 
razón a los quejosos. 
 

  Con respecto a  los intereses 
resarcitorios liquidados, los mismos corresponden legalmente debido a la falta 
de pago en término de las deudas impositivas referidas a los a nticipos impagos 
o ajustados por esta Administración,  en un todo de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 104 del Código Fiscal vigente (t.o. 2014 y modificatorias). 

   
  Cabe de stacar que , de acuerdo se 

desprende del citado  artículo, para la aplicación de los mismos, no interesa si 
existió o no culpa o mora imputable al contribuyente. 
 
                                       Respecto al tema de la multa p or 
omisión aplicada a la resolución recurrida, se puede decir que la fiscalización 
actuante demostró que las de claraciones juradas presentadas por la empresa 
son inexa ctas, y por lo tanto impugnable s por todo s los fund amentos que se  
expusieron.  
 
 La aplica ción de la multa por omisió n 
tiene p leno sustento  en lo e stablecido e n el artículo 87 primer párr afo de l 
Código F iscal ( t.o. 201 4 y modi ficaciones), como consecuencia del  
incumplimiento culpable, total o parcial, de las obligaciones fiscales, habiéndose 
guardado su cuan tía de a cuerdo a los lin eamientos establecido s por la  
Resolución General (API) 20/2014.  

 
 En cuanto  a la pre tensión d e que se  
aplique la figura del error excusable, como eximente de responsabilidad, debe 
decirse qu e par a qu e aquel e xista deb e haber so bre el he cho pue sto en  

 
20  Adjunta –además- detalle de las transacciones. 
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discusión normas  poco c laras o  senten cias contr adictorias (criterios 
interpretativos diferentes derivados de fallos contradictorios); además, el error 
debe ser esencial, decisivo e inculpable. 

 
  En consecuencia, no se advierte en autos 

la existen cia de n inguna circunstanc ia que jus tifique la l iberación de 
penalidades a qu e refiere e l artículo 88 del C ódigo Fiscal (t.o . 2014 y 
modificatorias); por ende debe desestimarse lo argüido en tal sentido. 
 
 En relació n a lo ar güido re specto a l a 
prescripción de la s multas, en honor a la bre vedad, nos remitimo s a lo  
expresado en acápites anteriores. 
 
                                                    Respecto de la extensión de la  
responsabilidad solidaria , en la persona del Sr .     
amerita traer a cola ción lo que estipulan, tanto el artículo 26 como e l 28 del 
Código Fiscal (t.o. 2014). 

“ARTÍCULO 26 – Están obligados a pagar los tri butos previs tos en este Código o en  Leye s 
Tributarias Especiales, con los recursos que administran, perciben o disponen, como responsables 
del cum plimiento de la deuda tri butaria de lo s co ntribuyentes, en la forma  y oportunidad que  
rijan para aquellos o que expresamen te se establezca, y bajo pena de las sanciones esta blecidas 
en este Código o en Leyes Fiscales Especiales: 

…d) Los directores, gerentes, administradores, fiduciarios y demás representantes de las 
personas jurídicas, sociedades, asociaciones, entidades, empresas y patrimonios a que se 
refiere el Artículo 24 de este Código.” 

“ARTICULO 28 – Respon den con sus bienes propios y solidariamente con los deudore s de los  
impuestos, tasas o contri buciones, y si los hubier e con otros  responsables, sin perjuici o de las 
sanciones correspondientes por las infracciones cometidas: 
Todos los re sponsables e numerados e n los cinco primeros inci sos del artíc ulo 26 cuando, po r 
incumplimiento de cuale squiera de s us deberes i mpositivos, no abonaran oportuname nte e l 
debido tributo, si los  deudores no cumplen la intimación administrativa de pago para regularizar 
su situación fiscal dentr o del plazo  de quince  (15) días.  No existirá,  sin embargo,  esta  
responsabilidad personal  y  solidaria con respec to a quienes demuestre n debidam ente a la 
Administración Provincial  de Impu estos que sus repres entados, manda ntes, etc., los han  
colocado en la imposibilidad de cumplir correcta y oportunamente con su obligación”. 
     
     Así y s i nos remi timos a la  cuesti ón 
objeto d e análisis, debemos remarca r q ue cuando  se instru yó su mario a la  
firma por presunta s infr acciones en el cumplimiento de sus ob ligaciones 
fiscales, se incluyó además al Sr.  en cará cter de  
Presidente del Directorio a l m omento en que se generaron las ob ligaciones 
tributarias de la firma  -Resolución N° 

 de la Administración Regional Santa Fe (fs. 373/377)-. 
 
     Conforme surge de los actuad os, el Sr. 
Directivo mencionado no ha  aco mpañado do cumental alguna que  hay a 
evidenciado que la so ciedad que rep resentan lo hay a colocado en la 
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imposibilidad de cumplir correcta y oportunamente con su s obligaciones; ergo, 
al procede rse al cierre del su mario oportunamente instruido , tanto a la firma  
como al S r. , a tr avés de la R esolución Nº 

 de la Admin istración Santa Fe (fs. 931/941), se le exi ge el pago  de las 
acreencias fiscales al mismo , extendiendo la “resp onsabilidad solidaria” en un 
todo de acuerdo al inciso a) del artícu lo 28 del Código Fiscal a que aludiéramos 
más arriba. 
    
     Por lo  tan to, el procedimiento llevado a  
cabo por la Administración Regional Santa Fe ha sido el correcto, toda vez que 
la norma exige que  el deudor prin cipal, no hay a dado  cu mplimiento a la 
intimación de pago efe ctuada, par a r ecién lueg o endi lgar responsa bilidad 
solidaria al/los Directores. 
 

 Como refuerzo del te mperamento 
adoptado, amerita tr aer a co lación qu e la Corte Suprema de Justicia  de la  
Nación, en el fallo “  (TF 33.056-I) c/ D.G.I.”, sostuvo: 

 
“6°) Que en  lo relativo al modo co mo debe int erpretarse la  mencionada  dispos ición 

resultan aplicables las pautas de hermenéutica que establecen que cuando una ley es c lara y no 
exige mayor  esfuerzo in terpretativo no cabe  sin o su d irecta aplic ación (Fallos: 320:2145, 
considerando 6° y su cita),  y que la primera fuente de exég esis de la ley e s su letra,  y cuando 
ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con presc indencia de 
consideraciones que  exc edan la s cir cunstancias del c aso ex presamente contempladas por l a 
norma (Fallos: 323:620; 325:830). 

7°) Que a la  luz de tales principios, se observa que la norma tra nscripta no requiere el 
carácter firme del acto de determinación del tribut o al deudor principal, sino únicamente que s e 
haya cursado a éste la i ntimación administrativa de pa go y que haya transcurrido el plazo de 
quince días previsto en el segundo párrafo del art. 17 sin que tal intimación haya sido cumplida. 
La conclusión expuesta resulta acorde con la doctrina establecida por el Tribunal en el precedente 
"Brutti" (Fall os: 327:769). En efecto, allí se  señaló  que la  resolución mediante la cual  se hace 
efectiva la responsabilidad solidaria sólo puede ser dictada por el organismo recaudador "una vez 
vencido el plazo de la intimación de pago cursada al deudor principal. Sólo a su expiración podrá 
tenerse por  configurado el incumplimiento del  deudor pri ncipal, que  habilita -e n forma 
subsidiaria- la extensión de la responsabilidad a los demás responsables por deuda ajena".(…) 

8°) Que,  en sí ntesis, no correspon de que al  i nterpretar el ci tado art.  8 °, i nc. a,  se 
incorpore un r ecaudo - la firmeza del acto que de termina e l impuesto de l d eudor p rincipal- n o 
contemplado en esa norma, máxime si se considera que en el ordenamiento de la ley 11.683 -en 
el que aquella disposición está incluida- se resguarda el derecho de defensa de las personas a las 
que el ente fiscal pretende endilgar responsabilidad por la deuda de un tercero, al establecerse 
que, a tal  fin,  el  organi smo recaudad or debe suj etarse al  procedi miento de determi nación de 
oficio establecido en el  art. 17 de l a ley 11.683 (conf. párrafo quinto del artículo citado), lo que 
implica –además de l a necesaria observancia de l as reglas que lo conforman- que l a resolución 
respectiva pueda ser objeto de apelación ante el Tribunal Fiscal -tal como sucedió en la especie- 
permitiendo al responsable formular con ampl itud ante ese organismo jurisdiccional los planteos 
que considere pertinentes a su derecho.” 

   
  En definitiva, por to dos lo s fundamentos 
expuestos, esta Dire cción Gen eral acon seja hacer lugar parcialmente a los 
recursos promovidos, exclusivamente en lo referente a la prescripción del 
período fiscal 2015 , y a la asignación  de los ingresos a la provincia de 
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Santa Fe derivados de los contr atos de forwards celeb rados, de biendo 
dictarse el pertinente acto administrativo que así lo disponga.  
 
  Por último y habiendo la firma instado la 
acción pr evista en e l inciso  b)  del ar tículo 24 d el Conv enio Mult ilateral, se  
sugiere reservar los actuados en la Dirección de Secretaría General, hasta tanto 
se pronuncien los Organismos del Convenio Multilateral.         
  
  A su consideración se eleva. 
 
DIRECCIÓN GENERAL TÉCNICA Y JURÍDICA,  24 de mayo de 2022. 
Mf. 
 




